
-La primera alcanzó 38,1% de las personas en
el segundo semestre, casi 15 puntos menos
que en la primera mitad del año, según el Indec. 

-En tanto, la segunda fue de 8,2% frente al
18,1% del semestre anterior. 

-La merma se situó también por debajo del
cierre de 2023. 

-Con todo, el porcentaje de personas afectadas
continúa en torno a 40% desde 2019. 

-En Córdoba, la pobreza golpeó a 35,5% de la
población y la indigencia, a 8,6%. 

-Milei celebró el dato: “Tomen nota, 
mandriles”, se despachó.

Bajaron la pobreza y la indigencia,
incluso respecto a 2023, 
pero siguen en niveles preocupantes

- Registró en marzo un ingreso de $332,9 mil millones, 77,9% mayor que el de un
año atrás. 

- En términos reales, el aumento rondó 14,1%. 

- La mejora le otorga aire a la Provincia, toda vez que representa más de la mitad de
los recursos totales de Córdoba. 

- Ayuda a lograr fondos en un contexto clave en el que hay que pagar deuda y 
afrontar las mejoras paritarias, además del plan de obras.

La coparticipación a
Córdoba sigue en alza
y suma oxígeno 
a Llaryora
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JUSTICIA

No importa que haya 
cambiado la jurisprudencia
Un fallo confirmó que un trabajador no 
deberá devolver la suma que cobró como
indemnización antes de que fuera modificado
un criterio de los tribunales al respecto. 

Basta con agotar 
la vía administrativa

6A

El TSJ cordobés desestimó el planteo de un
contribuyente contra Rentas, señalando que
la resolución firme que exige la ley se 
configura al finalizar ese procedimiento. 7A

La Provincia invertirá 
$109 mil millones en una 
cárcel de máxima seguridad
- Estará ubicada contigua a Bouwer. 

- Permitirá alojar a mil internos 
de “alto perfil de riesgo”. 

- La obra ya tiene un avance de 80%. 

- En paralelo, construirá una nueva Unidad de 
Contención de Aprehendidos (UCA) para 500 
internos, con un costo de $15 mil millones.

- El Gobernador reclamó a la Nación la construcción
de una cárcel para presos federales. 9A

Por Luis Carranza Torres 
y Carlos Krauth

Lo dicho y lo no dicho
al inicio del año judicial

Derecho y Sociedad

7A

Mediadores: convocan 
a evaluación para la 
obtención de la matrícula
habilitante en la 
Provincia de Córdoba 

Leyes y Comentarios

1B

Por Miguel Hugo Vaca Narvaja

Opinión

Datos duros del
pasado reciente 8A
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Por Marcos Sequeira 

La paradoja de la estafa: incremento de condenas, expansión 
del delito y fracaso preventivo del sistema penal argentino 11A

ECONOMÍA

Los mercados siguen
desconfiados: acciones
y bonos, en baja, 
y dólares, para arriba 2A

Se trata de una ruta estacional que
operará entre julio y agosto de este
año, con una frecuencia semanal y una
duración de aproximadamente dos 
horas y media. El valor del ticket parte
de $58.700 pesos por tramo.

NEGOCIOS
Aerolíneas Argentinas
lanzó vuelo directo entre
Córdoba y Esquel 

5A

El oro verde de Córdoba:
cómo una planta 
de biogás argentina 
conquistó el mercado
global de carbono 4A

Aguas pidió 
otro aumento, 
ahora de 
12,3%
3A
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E
l Tribunal Superior de Justi-
cia (TSJ) de Córdoba, me-
diante su Sala Civil y Comer-

cial -integrada por María Marta
Cáceres de Bollati, Domingo Se-
sín y Sebastián López Peña-, re-
solvió una casación interpuesta
por un contribuyente en una eje-
cución fiscal administrativa pro-
movida por la Dirección General
de Rentas (DGR). En este fallo, se
reafirmó su criterio jurispruden-
cial respecto del significado del
término “resolución firme” con-
tenido en el artículo 5 de la ley
9024 (t.o. 2018), que regula el pro-
cedimiento de ejecución fiscal
administrativa.

El recurso fue interpuesto por
L.V. contra la sentencia dictada
en noviembre de 2023 por la Cá-
mara 8ª Civil y Comercial, que ha-
bía desestimado su defensa de in-
habilidad de título y confirmado
el fallo de primera instancia. El
demandado argumentó que el
acto administrativo que motiva-
ba la ejecución no revestía firme-
za, dado que se encontraba im-
pugnado en un proceso conten-
cioso-administrativo en trámite.
A su criterio, la falta de firmeza
del título impedía su ejecución.
Sin embargo, la cámara concedió
la casación por las causales pre-
vistas en los incisos 1 y 3 del artí-
culo 383 del Código Procesal Civil
y Comercial (CPCC).

En su análisis, el TSJ abordó en
primer término la causal basada
en la supuesta falta de fundamen-
tación del fallo de la alzada. Seña-
ló que el pronunciamiento que
desestima la excepción de inhabi-
lidad de título no reviste el carác-
ter de sentencia definitiva, pues
no implica prejuzgar sobre la vali-
dez o existencia del crédito tribu-
tario reclamado. No obstante,
aclaró que la legislación procesal
admite, en forma excepcional, la
revisión por casación de resolu-
ciones no definitivas si éstas gene-
ran un perjuicio irreparable al re-
currente. Para ello, el interesado
debe demostrar fundadamente

que se configura tal situación. En
el caso concreto, el tribunal con-
cluyó que esta carga argumentati-
va no fue cumplida, por lo que de-
claró mal concedida la casación
bajo esa causal.

La sala otorgó una solución dis-
tinta respecto de la causal del inci-
so 3 del artículo 383 CPCC, relativa
a la existencia de una contradic-
ción entre fallos de distintos tribu-
nales sobre una misma cuestión
jurídica. En tal sentido, consideró
que no resulta exigible el requisito
de definitividad para esta vía casa-
toria, según lo dispone el segundo
párrafo del artículo 384 del CPCC.

Comparación
Al comparar el fallo cuestionado
con el precedente dictado por la
Cámara 7ª en lo Civil y Comercial
en el caso “Dirección General de
Rentas c/ Tarjeta Naranja SA”
(sentencia Nº 108 del 12 de agosto
de 2022), el tribunal observó que
ambos trataban sobre un mismo
conflicto jurídico: si la resolución
administrativa de determinación
tributaria, cuya vía administrati-
va había quedado agotada por el
rechazo del recurso de reconside-
ración, podía ser considerada un
título hábil para la ejecución fis-
cal, a pesar de encontrarse im-
pugnada judicialmente.

El TSJ advirtió que, mientras en
un caso se entendió que la resolu-
ción carecía de firmeza por estar
judicialmente cuestionada, en el
otro se la consideró suficiente pa-
ra habilitar la ejecución. Esta dis-
paridad interpretativa sobre el
significado de “resolución firme”
evidenció, según el tribunal, una
contradicción jurisprudencial re-
levante que habilitaba el conoci-
miento del recurso de casación. A
fin de resolver la discrepancia, la
Sala reiteró su doctrina fijada pre-
viamente en la sentencia Nº 96 del
11 de septiembre de 2024, dictada
en el expediente “Dirección Ge-
neral de Rentas c/ Helacor SA”, en
la cual había interpretado que la
firmeza requerida por el artículo 5

de la ley 9024 es la que se produce
en sede administrativa, es decir,
cuando se han agotado los meca-
nismos recursivos dentro del pro-
cedimiento administrativo.

A juicio del alto cuerpo, dado
que la formación del título de
deuda tributaria está regida por el
Código Tributario Provincial y la
ley de procedimiento administra-
tivo, corresponde entender que la
resolución que determina el tri-
buto deviene ejecutoria -y, por
ende, título hábil-, cuando se
clausura la vía administrativa
mediante el rechazo del recurso
de reconsideración, sin que sea
necesario aguardar una sentencia
judicial en el proceso contencio-
so-administrativo.

No obstante, el fallo aclaró que
la ejecución fiscal podría ser sus-
pendida por orden judicial en el
marco de dicho proceso, si así lo
solicitara la parte interesada.

Conclusión
En este contexto, se concluyó
que no asistía razón al impug-
nante y que el fallo de la cámara
no resultaba objetable, por lo que
rechazó el recurso de casación.
Además, añadió que la sanción
posterior de la ley Nº 10789 .pu-
blicada el 30 de diciembre de
2021 y vigente desde el 1 de enero
de 2022- no alteró el sentido de
su interpretación sino que vino a
consolidarla.

De este modo, el TSJ reafirmó
su línea jurisprudencial en mate-
ria de ejecución fiscal, al estable-
cer que la “resolución firme” a la
que alude la ley 9024 se refiere a la
ejecutoriedad administrativa y no
a la existencia de una sentencia
judicial definitiva. Esta interpre-
tación, sostuvo la sala, asegura
mayor coherencia en la aplica-
ción del derecho y preserva el ca-
rácter ágil del procedimiento de
cobro de tributos.

Rechazaron un recurso
que cuestionaba la validez
del título ejecutivo por
falta de sentencia judicial
definitiva. 
El fallo reiteró que 
la “resolución firme” 
exigida por ley se 
configura al concluir 
el procedimiento 
administrativo, 
sin perjuicio de que 
exista una impugnación
judicial en trámite

Ratifican que basta agotar 
la vía administrativa 
para ejecutar deudas fiscales

Autos: “Dirección General de Rentas c/ V., L. –
Procedimiento de Ejecución Fiscal Administrativa
– E.E.” - EXPTE N° 9751230

E
l pasado viernes se des-
arrolló en el Salón de los
Pasos Perdidos de Tribuna-

les I la Apertura del Año Judicial
2025, que contó en el propio es-
trado, junto a los magistrados,
con la presencia del Gobernador
de la Provincia.

La alocución de estilo estuvo a
cargo del presidente del Tribunal
Superior de Justicia (TSJ) de Cór-
doba, Luis Eugenio Angulo, quien
destacó de modo particular cum-
plirse el centenario de la crea-
ción del TSJ. Otro de los recuer-
dos históricos es un clásico de las
aperturas: la remembranza del
primer presidente de dicho tribu-
nal, Enrique Martínez Paz, autor
de la costumbre de pronunciar
un discurso de apertura del año
judicial a partir del año 1943.

El magistrado destacó el com-
promiso de “seguir haciendo” en
la mejora del servicio de justicia,
mencionando como resultados
positivos de dicha acción, entre
otras, el rediseño del tratamien-
to de los casos de flagrancia, el
avance de la oralidad en todos
los fueros y puesta en marcha de
nuevas herramientas de gestión
como los Tribunales de Gestión
Asociada para lograr una mejor
eficiencia en el servicio.

Asimismo Angulo aseguró: “La
inseguridad, las carencias, los
esfuerzos que se hacen para lle-
var una vida con dignidad; como
también del dolor y del desam-
paro que se siente cuando al-
guien nos la arrebata. Es induda-
ble que sentimos y también su-
frimos frente a esas situaciones.
No somos ajenos al dolor”. Mani-
festando que, en tal sentido, “la
Justicia de Córdoba cuenta con
personas dispuestas a poner lo
mejor de sí para que el servicio
que brindamos no sólo sea de
calidad, sino también más hu-
mano”.

La empatía con el justiciable
es algo vital por estos días, y no
pocas veces se pierde en los in-
trincados circuitos de la burocra-
cia. Pero también, con el profe-
sional, letrado o perito, que mu-
chas veces es cargado con suce-
sivas peticiones previas a realizar
un acto, en lugar de exigírselas
todas en un único decreto y des-
de el vamos. O experimenta, en
no pocos tribunales, una tenden-
cia a regular sus honorarios a la
baja, incluso perforando los mí-
nimos de ley, invocando una ge-
nérica falta de razonabilidad en
la cifra. Por citar sólo dos cues-
tiones que escuchamos de modo
reiterado como quejas entre los
colegas.

Si bien mucho se está hacien-
do, también existe el peligro

cierto de caerse en una tecno-
cracia organizacional poblada de
estructuras y funciones, pero
huérfana de resultados empáti-
cos y con rostro humano. O, lo
que es peor, quedar todo en pla-
nes y anuncios que luego no se
traduzcan en satisfacer efectiva-
mente la demanda social de una
justicia eficaz.

Un cambio profundo, sosteni-
ble y eficiente requiere de mira-
das amplias e inclusivas de todos
los sectores del fuero. Incluso,
trasciende al propio servicio de
justicia, debiendo partir de en-
tender cuáles son los conflictos
de la sociedad y la mejor forma
de atenderlos, aun más allá de
la jurisdiccionalidad.

Nada se dijo en el discurso del
aspecto procesal, concentrándo-
se en los cambios de organiza-
ción. En tal sentido, un año más,
debemos recordar que sigue
existiendo una deuda, mayor-
mente pero no por entero, de
parte del Legislativo: la reforma
de los códigos procesales para
adecuarlos a la nueva realidad
del expediente electrónico.

Persiste asimismo una visión
judicialista de cómo enfrentar la
litigiosidad, cuando a nuestro
entender la problemática es mu-
cho más amplia: qué juzgar y có-
mo hacerlo. Y, sobre todo, cómo
reducirla merced a métodos al-
ternativos que vayan más allá de
la mediación y que descompri-
man a los tribunales. Como, por
ejemplo, y que más de una vez
hemos expresado aquí, diferir al
arbitraje extrajudicial los casos
patrimoniales de menor cuantía.
También, la posibilidad de arti-
cular, en procesos únicos, las
cuestiones referentes a intereses
homogéneos, como pueden ser
planteos respecto de cuestiones
de la Caja de Jubilaciones, que
ocupan la gran mayoría del
tiempo del fuero Contencioso-
administrativo.

Otra de las cuestiones ausen-
tes es lo referente a los procesos
de salud que, por su número e
importancia de derechos litiga-
dos, deben tener una vía proce-
sal acorde a sostener la dignidad
de los pacientes frente a las de-
moras y burocracia de los pres-
tadores de salud, y en particular
de la Apross.

No es poco ni menor lo que
enunciamos, pero sin considerar
estas cuestiones, reiteramos lo
tantas veces dicho en esta co-
lumna: se está viendo sólo una
parte de una cuestión mucho
más vasta. Y ello reduce de for-
ma drástica la calidad y entidad
de los resultados que pueden
obtenerse.

Lo dicho y lo no dicho 
en el inicio del año judicial
 Por Luis Carranza (*) y Carlos Krauth (**)

DERECHO Y SOCIEDAD 

(*) Abogado. Doctor en ciencias jurídicas
(**) Abogado. Doctor en derecho y ciencias sociales
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